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 ACCIONANTE: JOSÉ ERNESTO VALENCIA GARCÍA 
VS. COLPENSIONES
ASUNTO: REVOCA DECISIÓN 

TUTELA PARA RESOLVER DERECHOS LABORALES/ Procedencia por tratarse de un sujeto de especial protección/ Estudio de la pensión de invalidez no resulta afectado por el reconocimiento previo de la indemnización sustitutiva
“(…) en el presente asunto el solicitante es una persona de la tercera edad en condiciones de debilidad manifiesta, tanto por sus condiciones de salud como económicas, lo que lo hacen sujeto de especial protección por parte del Estado (…)”

 “Significa lo anterior, que aun cuando Colpensiones le reconoció al accionante la indemnización sustitutiva de la vejez en el año 2001, no era óbice para estudiar si tenía derecho o no a la pensión de invalidez por el hecho de haber sido calificada su pérdida de capacidad laboral en 53.08% estructurada el 24 de febrero de 2014.

CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA/ Requisitos/ Posibilidad de aplicar otros regímenes pensionales diferentes al inmediatamente anterior al vigente en el momento en que se causa el derecho 
“(…) al señor Valencia García le fue determinada una pérdida de capacidad laboral de 53.08% con fecha de estructuración de la invalidez a partir del 24 de febrero de 2014 es decir, que sería aplicable el artículo 1º de Ley 860 de 2003, pero como su apoderado allegó igualmente a la actuación copia del reporte de semanas cotizadas en pensiones por el empleador de donde se advierte que efectivamente el accionante cuenta con 761.71 semanas y para antes del 1º de abril de 1994 registra 625 semanas, máxime que para el período comprendido entre el 14/08/1973 y el 02/11/1983 ya registraba 533.29 semanas cotizadas (…), lo que significa que (…) cumplió con el requisito de semanas exigido en el artículo 6 literal b del Decreto 758/90, esto es, 300 semanas en cualquier tiempo durante la vigencia de ese régimen por lo cual el deber de la entidad accionada era estudiar su solicitud con base en lo dispuesto en esta última normativa. Al respecto, la Corte Constitucional en un pronunciamiento reciente (…) reiteró la citada posición en relación con la favorabilidad en materia laboral, en cuanto a que puede aplicarse cualquier normativa anterior a la que se encuentra vigente en el momento que se causa el derecho, incluso si está derogada, y en la que se estudió un caso de condiciones idénticas al puesto de presente en esta acción (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias SU-060 de 2010, T-421 de 2013, T-606 de 2014, Sentencia T-586 de 2015.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dos (2) de febrero de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.067
Hora: 10:50 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado César Augusto Agudelo Salazar apoderado judicial de el señor José Ernesto Valencia García contra del fallo de tutela emitido el 2 de diciembre de 2015 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el abogado Agudelo Salazar que su mandante, señor José Ernesto Valencia García  nació el 10 de mayo de 1940, actualmente con 75 años de edad, quien viene padeciendo severos problemas de salud consistentes en trastorno de adaptación, lumbago, escoliosis secundaria, degeneraciones del disco intervertebral, estenosis del canal neural, hiperplasia de la próstata e hipoacusia sensorial; por tal razón, inició el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral ante Colpensiones, siendo calificado el 1º de junio de 2015 con un porcentaje de PCL del 53.08% con fecha de estructuración el 24 de febrero de 2014 y enfermedad de origen común.

El 30 de julio de 2015 el accionante presentó ante Colpensiones solicitud de pensión por invalidez, la que fue negada mediante la Resolución GNR 303098 del 1º de octubre de 2015 con fundamento en que el mismo no contaba con los requisitos de la Ley 860 de 2003, es decir, con 50 semanas cotizadas en los últimos tres años anteriores a la fecha de estructuración.

Señaló el abogado del actor que si bien su mandante no cumple con dichas exigencias legales, se debe tener en cuenta la condición más beneficiosa, según el artículo 53 de la Constitución Política, como lo es que tiene acreditadas 300 semanas antes del 1º de abril de 1994, por tanto, lo cobija lo dispuesto en el artículo 6º del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año.  

Indicó igualmente, que según el reporte de semanas del accionante este acredita 625 semanas cotizadas al 1º de abril de 1994 confirmando así el “status” que exige el artículo 6º del Acuerdo 049 de 1990 antes mencionado.  Así mismo, dicho reporte indica que su mandante dejó de cotizar el 31 de julio 2010 por la grave situación tanto de salud como económica que viene atravesando desde hace varios años.
Recalcó que el accionante al haber sido declarado inválido por la Junta Regional de Invalidez de Risaralda y al encontrarse en condiciones de debilidad manifiesta, resultó gravemente perjudicado con el retroceso constitucional de la Ley 860 del año 2003, toda vez que Colpensiones negó la pensión de invalidez aplicando las nuevas disposiciones que se introdujeron a la Ley 100 de 1993 y que son menos favorables a sus intereses. Por tal razón, mencionó varias sentencias de la Corte Constitucional que hacen alusión a la inaplicación de la norma por incompatibilidad de la Constitución Política.
2.2. El abogado del actor, solicitó: i) tutelar a el señor José Ernesto Valencia García los derechos fundamentales a la igualdad, mínimo vital, dignidad humana,  seguridad social y vida; ii) ordenar a Colpensiones que reconozca y pague la pensión por invalidez a favor del señor José Ernesto Valencia García  aplicando el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, por ser la más favorable y beneficiosa para este, y a partir de la fecha de estructuración de su invalidez y iii) ordenar a Colpensiones cumplir el fallo de tutela en los término del artículo 27 del Decreto  2591 de 1991.
2.3. Adjuntó como pruebas, copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía a nombre del señor José Ernesto Valencia García; ii) dictamen expedido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez de Risaralda del 01/06/2015; ii) acta de notificación de la Resolución GNR 303098 del 01/10/2015 de Colpensiones; iii) Resolución GNR 303098 del 1º de octubre de 2015 expedida por Colpensiones; iv) reporte de semanas cotizadas en pensiones de Colpensiones y v) declaración extraproceso del accionante (Fls. 17 al 27). 
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

La Gerente Nacional de Defensa Judicial de Colpensiones informó que esa entidad respondió de fondo la petición del accionante mediante la Resolución GNR 303098 del 1º de octubre de 2015 debida mente notificada, tendiente al reconocimiento y pago de invalidez y en caso de desacuerdo, deberá agotar los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para tal fin y no reclamar su solicitud por vía de tutela, toda vez que esta solamente procede ante la inexistencia de otro mecanismo judicial. Por tal razón, la acción de tutela debe declararse improcedente.  (Folio 33, frente y vuelto)

Adjuntó copia de la Resolución GNR 303098 del 1º de octubre de 2015 (Fls. 34-36)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 2 de diciembre de 2015 el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira resolvió declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por el apoderado judicial del señor José Ernesto Valencia García, por cuanto consideró que el mínimo vital del accionante no estaba siendo afectado ni halló que el mismo se encontrara frente a un perjuicio irremediable (Fls. 37-41).
El apoderado judicial del accionante fue notificado el 4 de diciembre de 2015 mediante oficio No.2875 del 4 de diciembre de 2015 (folio 43).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el abogado Agudelo Salazar allegó escrito mediante el cual indicó que la acción de tutela es procedente por cuanto su mandante presenta un estado de salud delicado tanto que se le otorgó un 53.08% de pérdida de capacidad laboral, sumado a su avanzada edad y a la precaria situación económica, lo que hace imperioso que su situación pensional sea solucionada, so pena de causarse un perjuicio irremediable. 
Así mismo, señaló que el accionante cumple con los requisitos para que por tutela se le reconozcan sus derechos prestacionales.  (Folio 45)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
6.7. Ahora bien, la Corte Constitucional ha reiterado que la acción de tutela para reclamación de prestaciones económicas pensionales, sólo procede excepcionalmente, según el caso en concreto.  Al respecto, el Ato Tribunal indicó lo siguiente:

“En virtud del principio de subsidiariedad la acción de tutela es improcedente para ordenar el reconocimiento de obligaciones económicas que estén supeditadas a litigio. Sin embargo, de manera excepcional y como mecanismo transitorio, el juez de tutela puede ordenar el reconocimiento de dichas prestaciones económicas, si: (i) el interesado no cuenta con otro mecanismo de defensa judicial; (ii) teniendo medio judicial éste resulte ineficaz para la protección de los derechos y (iii) en los eventos en los que, luego de verificar los elementos de inminencia, urgencia, gravedad e impostergabilidad de la acción, se evidencia la existencia de un perjuicio irremediable el cual se pretende evitar a través de la acción de tutela.
 La acción de tutela procede, excepcionalmente, para perseguir el reconocimiento y pago de una pensión cuando no existe otro mecanismo de defensa judicial para el efecto o, cuando existiendo, no es eficaz para obtener la protección, siempre que de ella se derive la vulneración de derechos fundamentales. En tales circunstancias, la acción de tutela se instituye como el instrumento judicial principal para perseguir una protección real y concreta.  (Sentencia T-421 de 2013)
 
6.8. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.8.1 De las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, la Sala observa que el señor José Ernesto Valencia García tiene 75 años de edad según cédula de ciudadanía, visible a folio 17; fue calificado por la Junta de Calificación de Invalidez Regional de Risaralda el 01/06/2015, la que le otorgó un porcentaje de PCL del 53.08% debido a sus diagnósticos “trastorno de adaptación, trastorno cognoscitivo leve; lumbago no especificado, dorsalgia; otras escoliosis secundarias; otras degeneraciones especificadas de disco intervertebral; estenosis del canal neural por disco intervertebral; hiperplasia de la próstata; tinitus; gastritis crónica; hipoacusia neurosensorial” (folios 18 y 19); así mismo, obra declaración rendida por el actor ante el Notario Primero del Círculo de Pereira en la que da cuenta que el mismo no tiene ingreso alguno (folio 27), circunstancias que llevaron a su apoderado judicial a reclamar por vía de tutela el reconocimiento de la pensión de invalidez con fundamento en lo dispuesto en el artículo 25 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, por considerar que esta norma es más favorable a la que aplicó Colpensiones para negar dicha prestación como lo es que debe tener 50 semanas de cotización anteriores a la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral, contemplado en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003.   Por lo tanto, insiste el impugnante que su representado tendría derecho a su pensión por haber cotizado 625 semanas al 1º de abril de 1994, es decir, que tiene más de 300 semanas cotizadas antes de esa fecha, tal como lo exige el Acuerdo 049 de 1990.

6.8.2.  Ahora bien, revisada la Resolución No.GNR303098 del 1º de octubre de 2015 expedida por Colpensiones, se advierte que la entidad negó el reconocimiento de la pensión de invalidez al señor Valencia García, en la que se consideró lo siguiente:

“(…) 

Expuestas las anteriores premisas, conviene indicar que para el presente caso el afiliado no cumple con el requisito de las cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración, pues el mismo reporta semanas sólo hasta el año 2010, situación que de plano permite concluir la negativa al acceso de la pensión de invalidez traída a colación.

Por otro lado, frente a su solicitud es necesario establecer que consultado el expediente administrativo y la Nómina de Pensionados se identificó que el solicitante tiene reconocida una prestación económica en el Sistema General de Pensiones que es incompatible con la que ahora se encuentra en estudio, valga decir el reconocimiento mediante Resolución No.659 del 2001, dentro de la cual se resolvió reconocer y pagar una indemnización sustitutiva de vejez en un pago único de $2.710.751. (…)”.

Al respecto, uno de los argumentos que sirvió de base para que Colpensiones negara la pensión de invalidez al actor fue que dicha pensión y la indemnización sustitutiva concedida y pagada son incompatibles.   Sin embargo y aunque dicha incompatibilidad no fue objeto de impugnación, la Sala considera que es viable mencionar el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional que señala que “el hecho de que al accionante le hubieran reconocido la indemnización sustitutiva no impide que pueda evaluarse nuevamente su derecho pensional, y eventualmente reconocerle la pensión de invalidez”; tal como se indicó en la Sentencia T-606 de 2014, así: 
 
“... La jurisprudencia constitucional ha interpretado que la incompatibilidad de esas prestaciones no significa que a una persona que ya se le reconoció el derecho a la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez, no pueda volvérsele a examinar el derecho a una pensión, que cubra de manera más amplia las contingencias de la discapacidad. En consecuencia, la incompatibilidad de los beneficios pensionales no es una barrera para evaluar nuevamente los casos, ni efectuar un reconocimiento pensional, sino que debe interpretarse como una imposibilidad de que los aportes al sistema financien dos prestaciones simultáneamente, cuando una de ellas se otorgó con apego a las normas legales y a la Constitución.
(…)

Esa doctrina constitucional se fundamenta en el carácter irrenunciable e imprescriptible del derecho a la seguridad social (art. 48 CP), en el sentido de que el reconocimiento de una indemnización sustitutiva no puede significar la renuncia a percibir una pensión a la cual se tenía derecho desde el principio. El derecho a determinada prestación nace cuando una persona cumple los presupuestos legales vigentes al momento de causarse el mismo, y ese derecho es irrenunciable. El accionante puede abstenerse de reclamar el pago efectivo de las mesadas, e inclusive puede aceptar otra prestación sustituta, pero no despojarse de la titularidad del derecho, ni de la facultad de reclamar en el futuro el pago periódico de su prestación. En su caso, de encontrarse que tiene derecho a la pensión de invalidez, tendría que decirse que el mismo se perfeccionó desde el momento en que se estructuró su invalidez.  (…) ”       (Subrayas nuestras)
Significa lo anterior, que aun cuando Colpensiones le reconoció al accionante la indemnización sustitutiva de la vejez en el año 2001, no era óbice para estudiar si tenía derecho o no a la pensión de invalidez por el hecho de haber sido calificada su pérdida de capacidad laboral en 53.08% estructurada el 24 de febrero de 2014.

6.8.3. Así la cosas, pasando al análisis de lo debatido por el apoderado judicial del señor Valencia García, aun cuando el mismo es de índole legal y prestacional, le corresponde a la Sala  determinar si en el caso en concreto se debe dar aplicación del principio de la condición más beneficiosa con el fin de que al accionante le sea reconocida la pensión solicitada, haciendo énfasis que en el presente asunto el solicitante es una persona de la tercera edad en condiciones de debilidad manifiesta, tanto por sus condiciones de salud como económicas, lo que lo hacen sujeto de especial protección por parte del Estado, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia constitucional, así:

“La Constitución en sus artículos 13[6]  y 46[7], contempla la especial protección del Estado y la sociedad a las personas de la tercera edad, de acuerdo con el principio de solidaridad y los preceptos del Estado Social de Derecho que inspiran el ordenamiento superior. La Corte ha valorado la edad como factor de vulneración, para establecer la procedencia de la acción de tutela en materia pensional, por cuanto ha estimado que las personas de la tercera edad se encuentran en una posición de debilidad e indefensión, en tanto se encuentran limitadas para obtener ingresos económicos que les permitan disfrutar de una vida digna[8].

 

Así las cosas, es indispensable otorgar a los adultos mayores un trato preferente para evitar la posible vulneración de sus derechos fundamentales. Acorde con lo expuesto por este Tribunal,[9]  cuando dichas personas sobrepasan el índice de promedio de vida de los colombianos y no tienen  otro medio distinto eficaz, es la acción de tutela la idónea para obtener la efectividad de sus derechos. [10]
 

Lo anterior, en razón a que no se puede desconocer los constantes inconvenientes que tienen que afrontar las personas de edad avanzada cuyas condiciones físicas: (i) les impiden trabajar, (ii) les ocasiona restricciones originadas en las prohibiciones legales que hacen obligatorio el retiro forzoso de su trabajo al arribar a cierta edad, y en consecuencia, (iii)  los inhabilita para poder proveerse sus propios gastos.

 

Adicionalmente, dichas personas se ven igualmente avocadas a afrontar el deterioro irreversible y progresivo de su salud por el desgaste natural del organismo y consecuente con ello al advenimiento de diversas enfermedades propias de la vejez. En esa medida, se hace necesario que el Estado los proteja en relación con la acción u omisión que amenace o vulnere sus derechos y que en tales circunstancias deba obrar incluso por encima de consideraciones meramente formales.

 

En este punto es oportuno destacar que si bien es completamente lógica y justa la protección vía tutela en el período de la vejez, debe ser mayor dicho amparo cuando se ha entrado en la ancianidad (supera los 73 años que es el promedio de vida). Por tanto, “no se puede ubicar en la misma situación a quien adquiere su pensión de vejez por llegar a los sesenta años con quien habiéndola adquirido ya entra en la respetabilísima etapa de la ancianidad donde cada día que pasa es un inexorable y veloz alejamiento de la vida”.[11]
 

Sobre el particular la Corte ha expresado que si bien en los casos en los que el solicitante o afectado sea una persona de la tercera edad,[12] el juicio de procedibilidad de la acción de amparo debe ser riguroso[13], en el sentido de someter a análisis las circunstancias apremiantes de la protección, más no debe ser “tan estricto”, en cuanto a las exigencias para su admisión en razón a la condición de pertenecer a la tercera edad, que implica por sí misma, el incremento de la vulnerabilidad del individuo.[14]
6.8.4.  Tal como quedó probado, al señor Valencia García le fue determinada una pérdida de capacidad laboral de 53.08% con fecha de estructuración de la invalidez a partir del 24 de febrero de 2014  es decir, que sería aplicable el artículo 1º de Ley 860 de 2003, pero como su apoderado allegó  igualmente a la actuación copia del reporte de semanas cotizadas en pensiones por el empleador de donde se advierte que efectivamente el accionante cuenta con 761.71 semanas y para antes del 1º de abril de 1994 registra 625 semanas, máxime que para el período comprendido entre el 14/08/1973 y el 02/11/1983 ya registraba 533.29 semanas cotizadas (folio 25), lo que significa que el señor Valencia García si cumplió con el requisito de semanas exigido en el artículo 6 literal b del Decreto 758/90, esto es, 300 semanas en cualquier tiempo durante la vigencia de ese régimen por lo cual el deber de la entidad accionada era estudiar su solicitud con base en lo dispuesto en esta última normativa. Al respecto, la Corte Constitucional en un pronunciamiento reciente, Sentencia T-586 de 2015, reiteró la citada posición en relación con la favorabilidad en materia laboral, en cuanto a que puede aplicarse cualquier normativa anterior a la que se encuentra vigente en el momento que se causa el derecho, incluso si está derogada, y en la que se estudió un caso de condiciones idénticas al puesto de presente en esta acción, de la siguiente manera:
“(…) 6.3. En relación con el reconocimiento de derechos pensionales, la Corte Constitucional ha establecido que cuando una autoridad judicial niega ese derecho dejando de aplicar el principio de la condición más beneficiosa desarrollado jurisprudencialmente, debiéndolo hacer, incurre en un defecto sustantivo. Como se vio en el apartado quinto de las consideraciones de esta sentencia, la condición más beneficiosa implica que, por respeto a la confianza legítima y el principio de proporcionalidad, la situación pensional de una persona no se examine bajo las reglas vigentes al momento que se causa el derecho, sino con base en un régimen anterior que está derogado, siempre que se cumplan los requisitos exigidos por este para tal fin. 

(…) En suma, cuando se estudie el reconocimiento de la pensión de invalidez, el fondo de pensiones o la autoridad judicial debe aplicar la condición más beneficiosa, si el afiliado acredita el requisito de densidad de semanas de cualquier régimen anterior al vigente, lo cual implica, examinar la solicitud pensional bajo la norma derogada. 

6.6. Del análisis del material probatorio aportado al expediente se puede concluir que el señor Miguel Arturo Camargo Munevar reúne los presupuestos para dar aplicación a la condición más beneficiosa, pues cumple con el requisito mínimo de semanas cotizadas dispuesto en el Decreto 758 de 1990 antes de que entrara en vigencia la Ley 100 de 1993 (1º de abril de 1994). El Decreto 758 de 1990 exige que el afiliado cotice trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez.
 Así, se puede observar que el actor cotizó al Sistema General de Pensiones desde el cinco (5) de noviembre de mil novecientos setenta y tres (1973) hasta el dieciséis (16) de diciembre de mil novecientos noventa y tres (1993), un total de setecientas ocho (708) semanas.
 

6.7. De acuerdo a lo anterior, las autoridades judiciales demandadas tenían la obligación de aplicar la condición más beneficiosa, y examinar el caso bajo el Decreto 758 de 1990 y no con base en lo dispuesto en la Ley 860 de 2003. Por estas razones, se encuentra incompatible con la Carta Política la decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, que a su vez confirmó la del Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Bogotá, de no aplicar la condición más beneficiosa al caso del accionante, bajo el argumento de que los regímenes no son inmediatamente sucesivos. En consecuencia, incurrieron en un defecto sustantivo en sus providencias, pues terminaron aplicando al caso la norma vigente al momento de la estructuración de la invalidez (Ley 860 de 2003), cuando en virtud del principio de la condición más beneficiosa la regla de derecho que gobernaba la controversia era el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año (…)”

6.8.5.  De conformidad con el precedente jurisprudencial constitucional acabado de relacionar, este Tribunal concluye como lo hizo en otro pronunciamiento
 que debe ser acogido y aplicado con el fin de resolver el asunto sometido a estudio por adecuarse en un todo a los lineamientos allí establecidos, y como consecuencia de dicha declaración, Colpensiones deberá respetar las garantías constitucionales del señor Valencia García, sujeto de especial protección por parte del Estado, en el sentido de verificar la norma más favorable para el reconocimiento de su pensión de invalidez, es decir, lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990 reglamentado por el Decreto 758 del mismo año.

6.8.6. Por lo analizado, esta Sala revocará la decisión de primera instancia y en su lugar, tutelará los derechos fundamentales a la seguridad social, debido proceso y mínimo vital del señor José Ernesto Valencia García y ordenará al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación de esta providencia, emita un nuevo pronunciamiento respecto de la pensión de invalidez solicitada por el señor Valencia García mediante el cual realice el estudio de los requisitos para el reconocimiento de esa prestación pensional, de conformidad con lo establecido en el artículo 6º literal b del Decreto 758 de 1990 y en la que se dirá cuáles son los recursos que procedan en contra de lo resuelto.

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el  2 de diciembre de 2015 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela insaturada por el apoderado judicial del señor José Ernesto Valencia García  en contra de Colpensiones.
SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales a la seguridad social, debido proceso y mínimo vital del señor José Ernesto Valencia García.
TERCERO:
 ORDENAR al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación de esta providencia, emita un nuevo pronunciamiento respecto de la pensión de invalidez solicitada por el señor José Ernesto Valencia García mediante el cual realice el estudio de los requisitos para el reconocimiento de esa prestación pensional, de conformidad con lo establecido en el artículo 6º literal b del Decreto 758 de 1990 y en la que se dirá cuáles son los recursos que procedan.
CUARTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� El artículo 6º del Decreto 758 de 1990, por el cual se aprueba el Acuerdo número 049 de febrero 1 de 1990 emanado del Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios, dispone: “Requisitos de la pensión de invalidez. Tendrán derecho a la pensión de invalidez de origen común, las personas que reúnan las siguientes condiciones: a) Ser inválido permanente total o inválido permanente absoluto o gran inválido y, b) Haber cotizado para el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez.


� En el folio 32 del cuaderno de la Corte se encuentra el reporte de semanas cotizadas en pensiones, actualizado al diecinueve (19) de agosto de dos mil quince (2015), en el que se establece que el señor Miguel Arturo Camargo Munevar, identificado con cédula de ciudadanía 79.104.163, cotizó al Sistema General de Pensiones desde el cinco (5) de noviembre de mil novecientos setenta y tres (1973) hasta el dieciséis (16) de diciembre de mil novecientos noventa y tres (1993), un total de setecientas ocho (708) semanas.





� Sentencia de Tutela de 2ª Instancia del 23/11/2015, radicada bajo el No. 66001318700320153168401, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, mediante la cual revocó la decisión del A quo, y tuteló los derechos fundamentales al señor Jorge Humberto Peñaranda.
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